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I

(Comunicaciones)

COMISIÓN

Tipo de cambio del euro (1)

3 de septiembre de 1999

(1999/C 253/01)

1 euro = 7,4396 coronas danesas

= 326,45 dracmas griegas

= 8,7165 coronas suecas

= 0,6634 libras esterlinas

= 1,0682 dólares estadounidenses

= 1,5988 dólares canadienses

= 117,32 yenes japoneses

= 1,5969 francos suizos

= 8,3395 coronas noruegas

= 77,2593 coronas islandesas (2)

= 1,6556 dólares australianos

= 2,0612 dólares neozelandeses

= 6,43591 rands sudafricanos (2)
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(1) Fuente: Tipo de cambio de referencia publicado por el Banco Central Europeo.
(2) Fuente: Comisión.



Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 87 y 88 (antes
artículos 92 y 93) del Tratado CE

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(1999/C 253/02)

Fecha de adopción de la decisión: 20.7.1999

Estado miembro: Italia

Ayuda: NN 113/97

Denominación: Programa interregional «Agricultura y calidad»

Objetivo: Mejora cualitativa de la producción agraria

Fundamento jurídico: Legge 5 novembre 1996, n. 578, che
converte il decreto-legge 20.9.1996 n. 489 recante «Interventi
programmati in agricoltura»

Presupuesto:

� 1996: 24 000 millones de liras italianas

� 1997: 38 000 millones de liras italianas

� 1998: 12 000 millones de liras italianas

Intensidad o importe de la ayuda: Variable según las medidas

Duración: Indefinida

Otros datos: Las autoridades italianas se han comprometido a
notificar por separado cualquier medida que no se ajuste a las
disposiciones del programa interregional notificado

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 20.7.1999

Estado miembro: Italia

Ayuda: N 736/97

Denominación: Medidas en el sector lácteo: RIBS. Proyecto
Puglia Latte.

Objetivo: Ayuda a inversiones en el sector de la transforma-
ción y comercialización de leche UHT y leche fresca

Fundamento jurídico:

� Decisione CIPE 147/97 che approva il progetto

� Legge 236 del luglio sull'aiuto urgente a favore dell'occupa-
zione

Presupuesto: 25 000 millones de liras italianas

Intensidad o importe de la ayuda: Dentro del tipo máximo
de ayuda del 75 %

Duración: Se concede una sola vez

Otros datos: Las medidas de ayuda previstas por la Ley noti-
ficada se aplicarán de conformidad con los compromisos y
dentro de los límites fijados en las cartas a las autoridades
competentes de fechas 1 de junio de 1999, registrada el 8 de
junio de 1999, y 23 de junio de 1999, registrada el 28 de junio
de 1999.

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 20.7.1999

Estado miembro: Italia (Marcas)

Ayuda: N 183/98

Denominación: Medidas de ayuda al sector vitivinícola

Objetivo: Desarrollo de la calidad en el sector vitivinícola
regional

Fundamento jurídico: Legge regionale n. 23 del 27.7.1998 �
Gestione dei diritti di reimpianto vigneti Delibera n. 2983 del
30.11.1998 sull'applicazione degli articoli 92-94 del trattato alla
legge n. 23 del 27.7.1998

Presupuesto: Para 1998: 300 millones de liras italianas
(aproximadamente 155 000 euros)

Intensidad o importe de la ayuda:

� Ayuda para el inicio de las actividades de los Consejos
reguladores de denominaciones de origen controlada:
50 % de los gastos de funcionamiento durante dos años

� Ayuda para la plantación de viñedos de denominación de
origen controlada: 30 % de los gastos reales de arranque y
plantación

Duración: Sin determinar

Otros datos: Notificación de las disposiciones de aplicación
con respecto a los artículos 87 y 88 del Tratado

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 20.7.1999

Estado miembro: Alemania (Sajonia)

Ayuda: N 493/98

Denominación: Apoyo financiero a empresas con dificultades
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Objetivo: Prestar apoyo a empresas agrícolas y a piscifactorías
que atraviesan dificultades financieras

Fundamento jurídico: Richtlinie zur Gewährung von Hilfen
für in Not geratene landwirtschaftliche Unternehmen

Presupuesto: 1,5 millones de marcos alemanes por año (finan-
ciación nacional)

Intensidad o importe de la ayuda: Variable

Duración: Ilimitada

Otros datos: Las autoridades alemanas presentarán a la Comi-
sión un informe anual sobre la participación y los resultados de
la medida

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 26.7.1999

Estado miembro: España (Cataluña)

Ayuda: N 262/A/99

Denominación: Ayuda a la promoción de la calidad y la pro-
ductividad empresariales

Objetivo: Promoción de la calidad y la productividad empre-
sariales

Fundamento jurídico: Resolución de 6 de marzo de 1998 por
la que se aprueban las bases para la concesión de ayudas para
la promoción de la calidad y la productividad empresariales

Presupuesto: 150 millones de pesetas españolas (900 000 eu-
ros) anuales

Intensidad o importe de la ayuda: Máximo 70 % de los
gastos

Duración: Indeterminada

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 26.7.1999

Estado miembro: España (Cataluña)

Ayuda: N 263/A/99

Denominación: Ayudas para la obtención de la certificación
ISO 9000

Objetivo: Facilitar a las pequeñas y medianas empresas (PYME)
la obtención de la certificación ISO 9000

Fundamento jurídico: Resolución de 6 de marzo de 1998 por
la que se aprueban las bases para la concesión de ayudas para
la obtención de la certificación ISO 9000

Presupuesto: 100 millones de pesetas españolas (600 000 eu-
ros) anuales

Intensidad o importe de la ayuda: 30 % de los gastos

Duración: Sin determinar

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 27.7.1999

Estado miembro: Italia (Véneto)

Ayuda: N 474/98

Denominación: Proyecto regional en el sector de las frutas y
hortalizas (Ley regional no 3/98)

Objetivo: Desarrollo general y apoyo a la calidad en el sector
de las frutas y hortalizas en la región italiana del Véneto

Fundamento jurídico: Legge regionale 3 febbraio 1998 n. 3.
Provvedimento generale di rifinanziamento e modifica di leggi
regionali per la formazione del bilancio annuale e pluriennale
della Regione (legge finanziaria 1998)

Presupuesto: 8 000 000 millones de liras italianas anuales a lo
largo de tres años

Intensidad o importe de la ayuda: Variable, según el tipo de
ayuda

Duración: Tres años

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 28.7.1999

Estado miembro: España (Cantabria)

Ayuda: N 255/99

Denominación: Ayuda a asociaciones de ganaderos

Objetivo: Ayudas a las asociaciones de ganaderos de nueva
creación para gastos corrientes, realización de programas de
formación y contratación de personal técnico como consultores

Fundamento jurídico: Proyecto de orden por la que se regula
la distribución de ayudas a las asociaciones de criadores de
ganado legalmente constituidas

Presupuesto: 2 millones de pesetas españolas (12 000 euros)

Intensidad o importe de la ayuda: Hasta el 100 % el primer
año

Duración: Sin determinar

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids
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AYUDAS ESTATALES

Invitación a presentar observaciones, en aplicación del apartado 2 del artículo 88 del Tratado CE,
sobre la ayuda C 61/98 (ex NN 189/97) � Lenzing Lyocell GmbH & Co. KG (Austria)

(1999/C 253/03)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

Por carta de 14 de julio de 1999, reproducida en la versión lingüística auténtica en las páginas que siguen
al presente resumen, la Comisión notificó a Austria su decisión de incoar el procedimiento previsto en el
apartado 2 del artículo 88 del Tratado CE con respecto a dicha ayuda.

Por la presente la Comisión invita a los terceros interesados a que le presenten sus observaciones sobre la
ayuda en cuestión en un plazo de un mes a partir de la fecha de la presente publicación, enviándolas a la
dirección siguiente:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia
Dirección H
Rue de la Loi/Wetstraat 200
B-1049 Bruxelles/Brussel
Fax (32-2) 296 98 16.

Dichas observaciones serán comunicadas a Austria. Cuando la parte interesada no desee que se revele su
identidad, deberá pedirlo por escrito exponiendo las razones para ello.

PROCEDIMIENTO

El 14 de octubre de 1998 la Comisión incoó el procedimiento
formal de examen con arreglo al apartado 2 del artículo 88 del
Tratado CE en el asunto C 61/98 relativo a la ayuda estatal a
Lenzig Lyocell GmbH & Co. KG, de Heiligenkreuz, Austria (en
lo sucesivo «LLG»). La Comisión también solicitó oficialmente a
Austria, mediante carta de 29 de octubre de 1998, que probase
que diversas medidas de ayuda se concedieron aplicando de
forma correcta sistemas de ayuda existentes o aprobados.

Mediante sendas cartas de 15 de marzo y de 16 de abril de
1999 Austria respondió a la incoación del procedimiento así
como a las cuestiones sobre las medidas a las que se refería la
petición de información. La Comisión examinó la información
suministrada y decidió ampliar el procedimiento formal de
investigación previsto en el apartado 2 del artículo 88 del
Tratado CE a cuatro de las medidas de ayuda para las que
Austria no probó suficientemente la aplicación correcta de
los sistemas de ayuda existentes o aprobados. Otro requeri-
miento con arreglo al apartado 3 del artículo 10 del Regla-
mento (CE) no 659/1999 del Consejo, que establece las dispo-
siciones de aplicación, se incluye en la Decisión.

Esta ampliación del procedimiento formal de examen comple-
menta a la decisión de la Comisión de 14 de octubre de 1998,
que ya había incoado el procedimiento con respecto a otras
medidas de ayuda. Esta última decisión contiene información
detallada sobre la empresa y las medidas de ayuda. Se publicó
en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas C 9 de 13 de
enero de 1999.

DESCRIPCIÓN DE LA AYUDA

La empresa de propiedad estatal Wirtschaftsservice Burgenland
AG (en los sucesivo «WiBAG») concedió, sin que Austria la
notificase a la Comisión, una ayuda ad hoc de al menos 17,8

millones de euros a LLG bajo la forma de contrato de asocia-
ción inactivo de duración indefinida. La WiBAG puede concluir
el contrato sólo después de treinta años y recibe en estos
treinta años solamente un interés sobre el capital invertido
(21,8 millones de euros) del 1 % anual y solamente cuando
LLG logra beneficios.

El Estado federado de Burgenland transfirió a LLG el 16 de
octubre de 1995, después de una decisión de su Gobierno
del 10 de octubre de 1995, y sin que Austria lo notificase a
la Comisión, una ayuda ad hoc a la inversión regional de 0,4
millones de euros a LLG para la compra de terreno.

El 11 de enero de 1996, la empresa de propiedad estatal Öste-
rreichische Kommunalkredit AG (en los sucesivo «ÖKK») de-
claró, en nombre del Estado federal, haber proporcionado a
LLG una subvención de inversión medioambiental de 5,5 mi-
llones de euros de un total de 11,1 millones de euros de inver-
siones relacionadas con el medio ambiente. La ayuda se debía
proporcionar de conformidad con el apartado 5 del artículo 12
de la Ley de ayudas estatales al medio ambiente (Umweltförde-
rungsgesetz) no 185/1993 y el sistema correspondiente de 1993
(Förderungsrichtlinien 1993 für betriebliche Umweltschutzmaßnah-
men). La Ley y el sistema constituyen la ayuda existente, regis-
trada como N 93-148. La Comisión pone en duda la aplicación
correcta del sistema.

La Comisión sostiene que LLG puede haberse beneficiado gra-
tuitamente del desarrollo específico de infraestructura empre-
sarial en el parque empresarial Heiligenkreuz GmbH (en lo
sucesivo «BPH»). La infraestructura se refiere a conexiones a
la electricidad, al tratamiento del agua, a telecomunicaciones,
al vertido de aguas y residuos y también a los accesos por
carretera y ferrocarril, la mayoría de los cuales se proporcio-
naron en 1997. El importe final de la ayuda no ha podido
establecerse hasta ahora.
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EVALUACIÓN DE LAS AYUDAS

A pesar de su decisión final, que apreciará simultáneamente
todas las ayudas concedidas a LLG, la Comisión observa que
tres de las medidas se concedieron ad hoc, mientras que la
ayuda ambiental pudo haber sido una aplicación incorrecta
de un sistema de ayuda existente. En circunstancias de una
nueva ayuda individual la Comisión tiene que evaluar la com-
patibilidad de la ayuda con el mercado común directamente
habida cuenta de los criterios presentados en el artículo 87 del
Tratado CE. La ayuda podría ser ilegal si ninguna de las exen-
ciones enumeradas en los apartados 2 y 3 del artículo 87 del
Tratado CE se aplicase. Para todas las medidas, un examen
preliminar plantea dudas fundadas sobre su compatibilidad
con el artículo 87 del Tratado CE.

El capital de asociación inactivo se asemeja a un préstamo a
bajo interés con una madurez de treinta años y por debajo del
tipo de interés de mercado. Austria no clarificó hasta ahora si
la ayuda se propuso como ayuda a la inversión o ayuda de
explotación. Si se considera como ayuda a la inversión regione
según el punto 4.5 de las Directrices comunitarias sobre ayudas
regionales nacionales (DO C 74 de 10.3.1998, p. 9), la Comi-
sión tendría que determinar la intensidad de la ayuda sobre la
base de puntos específicos de inversión. Por lo que se refiere a
la ayuda de explotación según los puntos 4.15 y 4.17 de las
mismas Directrices, la Comisión comprueba tanto si la ayuda
es limitada en el tiempo como si se reduce progresivamente.
Debido a la escasa información proporcionada hasta ahora por
Austria, la Comisión es incapaz de evaluar estos aspectos y,
además, tiene dudas fundadas en cuanto a la compatibilidad de
la medida de conformidad con el artículo 87 del Tratado CE,
pues no se ha establecido la importancia regional de la ayuda.

La ayuda a la inversión regional ad hoc de 0,4 millones de euros
podría eximirse si se cumplieran los criterios del punto 4.4 de
las Directrices comunitarias sobre ayudas regionales nacionales.
Austria no entregó hasta ahora una suficiente justificación re-
lativa a la importancia regional de la ayuda a la inversión a
LLG para la adquisición de terrenos y de por qué era necesario
conceder 0,4 millones de euros más de la ayuda N 589/95
aprobada por la Comisión. Por otra parte, la ayuda podría
suponer haber superado el techo de ayuda regional equivalente
al 40 % de la subvención neta.

La Comisión pone en duda que ÖKK haya concedido la ayuda
ambiental en aplicación correcta de la Ley ambiental y del
sistema de ayuda N 93-148. La Ley ambiental federal austriaca
estipula que los proyectos que pueden acogerse a la ayuda
ambiental deben estar relacionados con métodos de producción
para la reducción de la contaminación. Austria alega que esta
ventaja ambiental para el novedoso proceso de producción
«Lyocell» puede solamente demostrarse con respecto al antiguo
proceso de producción «Viscosa». Sin embargo, la propia Aus-
tria declaró que los productos finales de los dos procesos,
«Lyocell» y «Viscosa», no son sustitutos en el mismo segmento
del mercado. Por otra parte, Austria aún no ha clarificado la
lista del equipo que, llegado el caso, podría acogerse a la ayuda

ambiental. En especial podría haber coincidencia entre asuntos
que recibiesen ayuda por razones ambientales y con fines de
investigación y desarrollo. La Comisión pone en duda, pues, la
aplicación correcta del sistema ambiental austríaco N 93-148
de ayuda estatal. Por lo tanto, la Comisión evalúa la ayuda
como una nueva ayuda individual directamente de conformidad
con el artículo 87 del Tratado CE. Las Directrices comunitarias
sobre la ayudas estatales para la protección del medio ambiente
(DO C 72 de 10.3.1994, p. 3) podrían ser la base para aceptar
la ayuda, pero ello sólo en caso de que la ayuda a la inversión
para mejorar las normas ambientales obligatorias o a falta de
tales normas se conceda en proporción a la mejora del medio
ambiente que se logra y a la inversión necesaria para lograr la
mejora. La Comisión pone en duda la compatibilidad de la
ayuda con el artículo 87 del Tratado CE porque Austria no
ha establecido esta proporcionalidad.

Austria declara que las disposiciones de infraestructura no es-
tán cubiertas por ningún sistema de ayuda pero que no cons-
tituirían una ayuda. La Comisión obersva que LLG es la única
empresa del parque empresarial que se beneficia de la gratuidad
del acceso a carreteras, ferrocarril y electricidad, gas, refrigera-
ción y tratamiento de aguas residuales. Un inversionista pri-
vado podría haber concedido un trato preferente a un primer
inversionista pero, sin embargo, Austria ni ha justificado me-
diante hechos y datos el razonamiento del proveedor BPH
cuando facilitó estos servicios, ni ha establecido que BPH fuera
una empresa privada en aquelle época. Finalmente, la Comisión
pone en duda la compatibilidad de la gratuidad de infraestruc-
tura con el mercado común porque, como ayuda a la inversión
regional, la importancia regional de la ayuda según las Direc-
trices comunitarias (citadas anteriormente) no se demostró y
no parece aplicable ninguna otra exención al artículo 87 del
Tratado CE.

Como la Comisión señaló ya en su carta publicada al Gobierno
austriaco de 29 de octubre de 1998, las medidas previamente
mencionadas pueden proporcionar un beneficio gratuito a LLG
y afectar potencialmente al comercio entre Estados miembros.
La Comisión instó a Austria a que proporcionase en el plazo de
un mes toda la información necesaria para evaluar la ayuda en
cuanto a su compatibilidad con el Tratado CE.

De conformidad con el artículo 14 del Reglamento (CE) no

659/1999 del Consejo, toda ayuda concedida ilegalmente podrá
ser reclamada a su beneficiario.

�Die Kommission möchte Österreich davon in Kenntnis setzen,
daß sie nach Prüfung der von Ihren Behörden bezüglich der
oben genannten staatlichen Beihilfe erteilten Informationen be-
schlossen hat, das in Artikel 88 Absatz 2 EG-Vertrag vor-
geschriebene Verfahren auszudehnen und eine Anordnung
zur Auskunftserteilung gemäß Artikel 10 Absatz 3 der Verfah-
rensverordnung (1) einzuschließen. Die vorliegende Entschei-
dung ergänzt die Entscheidung der Kommission vom 14. Ok-
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tober 1998, mit der das förmliche Prüfverfahren für einige
Beihilfemaßnahmen bereits eingeleitet wurde.

1. VERFAHRENSASPEKTE UND HINTERGRUND

In Schreiben und Zusammenkünften im Laufe der Jahre
1994 und 1995 unterrichteten Ihre Behörden die EFTA-
Überwachungsbehörde und die Kommission über ihre Ab-
sicht, der Lenzing Lyocell GmbH & Co. KG, Heiligenkreuz
(im folgenden ,LLG�), eine staatliche Beihilfe zu gewähren.
Die LLG ist Teil des österreichischen Lenzing-Konzerns, ei-
nes der weltweit führenden Hersteller von Viskosefasern. Im
Jahr 1995 begann die LLG mit der Gründung einer neuen
Produktionsanlage im Business Park Heiligen-
kreuz�Szentgotthard (im folgenden ,Business Park�) für
die Herstellung von Lyocell, einer neuen Sorte Chemiespinn-
faser, die aus natürlicher Zellulose in Zellstoff hergestellt
wird. Nur die Lenzing AG und der britische Chemiekonzern
Courtaulds plc (2) haben Patentrechte für die Produktion
dieser Faser. Der Business Park ist ein grenzüberschreitendes
Projekt zwischen Österreich und Ungarn. Die Anlage der
LLG liegt im österreichischen Teil des Business Parks, im
Land Burgenland, Österreichs einzigem Fördergebiet gemäß
Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a). Die Investitionen der
ersten Phase belaufen sich auf 138 Mio. EUR.

Österreich beabsichtigte die Gewährung von Investitionsbei-
hilfen mit einer Intensität von bis zu 40 % auf der Grund-
lage der genehmigten Regionalbeihilferegelung N 589/95. In
Beantwortung der schriftlichen Anfrage Österreichs vom 30.
August 1995 informierten die Kommissionsdienststellen
Österreich mit Schreiben vom 5. Oktober 1995 darüber,
daß sie davon ausgingen, daß die Zuschüsse im Rahmen
dieser Regionalbeihilferegelung gewährt würden, und daß
deshalb keine Einzelnotifizierung erforderlich ist. In bezug
auf Bürgschaften forderte die Kommission Ihre Regierung
auf, sie rechtzeitig vor der Übernahme einer Bürgschaft zu
informieren.

Mit Schreiben vom 21. April 1997 reichte Österreich bei der
Kommission Antragsformulare für EFRE-Kofinanzierung für
zwei große Investitionsvorhaben im Business Park ein, die
von den Unternehmen Business Park Heiligenkreuz GmbH
(im folgenden ,BPH�) und Wirtschaftspark Heiligenkreuz Ser-
vicegesellschaft mbH (im folgenden ,WHS�) durchgeführt
werden sollten. In diesen Dokumenten sagte Ihre Regierung,
daß das Interesse der LLG beträchtliche Auswirkungen auf
die Erschließungsarbeiten der BPH im Business Park gehabt
habe. Darüber hinaus erklärte Ihre Regierung, daß die Zu-
sagen des Landes Burgenland gegenüber der LLG von der
WHS erfüllt werden. Österreich sagte ausdrücklich, daß die
WHS in eine Medienzentrale investieren werde, um vor al-
lem für die LLG grundlegende Betriebsmedien bereitzustel-
len, beispielsweise Elektrizität, Betriebsdampf, Betriebswas-
ser, Kühlwasser, Druckluft und Abwasseraufbereitung. Ihre
Regierung gab auch an, daß das Burgenland der WHS Zu-
schüsse zur Deckung erwarteter negativer Kapitalflüsse auf-
grund der Bereitstellung von Betriebsmedien für die LLG
würde gewähren müssen.

Die Kommission begann deshalb, die Sache erneut zu prü-
fen, und informierte Ihre Regierung mit Schreiben vom 23.
Dezember 1997 darüber, daß sie die Sache in das NN-Re-
gister übertragen hatte. Weitere Zusammenkünfte und wei-
terer Schriftwechsel konnten die Bedenken der Kommission
nicht ausräumen. Für einige Beihilfemaßnahmen argumen-
tierte Österreich, daß sie im Rahmen genehmigter oder be-
stehender Beihilferegelungen gewährt würden.

Am 14. Oktober 1998 beschloß die Kommission, das for-
melle Prüfungsverfahren gemäß Artikel 88 Absatz 2 EG-Ver-
trag zu eröffnen, worüber sie Ihre Regierung mit Schreiben
vom 29. Oktober 1998 unterrichtete. Folgende Maßnahmen
sind vorwiegend betroffen:

� Eine Zusage des Landes Burgenland gegenüber der LLG,
für Zuschüsse und Darlehen in Höhe von
50,3 Mio. EUR Sicherheiten zu stellen und Bürgschaf-
ten zu übernehmen;

� Geringe Preise von 4,4 EUR pro m2, die die LLG für den
Erwerb von 120 Hektar Land zahlte, einschließlich einer
Neufestlegung der Bodennutzung und möglicherweise
kostenloser Bereitstellung von Infrastruktur.

� Festpreise für grundlegende Infrastrukturleistungen (Elek-
trizität, Kühlwasser und entionisiertes Wasser, Druckluft,
Dampf usw.), die das Land Burgenland der LLG für einen
Zeitraum von 30 Jahren garantierte. Die Preise könnten
unterhalb der Marktpreise liegen.

In demselben Schreiben erlegte die Kommission Ihrer Regie-
rung die Vorlage der für die Beurteilung bestimmter Maß-
nahmen, für die Ihre Behörden argumentierten, daß sie un-
ter bestehende oder genehmigte Beihilferegelungen fielen,
erforderlichen Informationen auf. Zu diesen Maßnahmen
gehörten:

1. Eine stille Beteiligung in Höhe von 21,8 Mio. EUR sei-
tens der in österreichischem Besitz befindlichen WiBAG,
die erst nach 30 Jahren kündbar war und nur in Zeiten
rentabler Geschäftstätigkeit einen Ertrag von 1 % auf das
eingebrachte Kapital erbrachte. Für diese Maßnahme war
keine rechtliche Grundlage bekannt;

2. Investitionsbeihilfen von 0,4 Mio. EUR zum Grund-
erwerb, für die keine rechtliche Grundlage bekannt war;

3. Umweltschutzbeihilfen von 5,5 Mio. EUR, die gemäß
dem österreichischen Umweltförderungsgesetz gewährt
wurden;

4. kostenlose Bereitstellung unternehmensspezifischer Infra-
struktur für die LLG durch die BPH in noch zu bestim-
mender Höhe.

Mit Schreiben vom 15. März 1999, sowie vom 16. und 28.
April 1999 beantwortete Ihre Regierung das Schreiben der
Kommission vom 29. Oktober 1998.
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Unbeschadet ihrer abschließenden Entscheidung, die alle der
LLG gewährten Beihilfen gemeinsam beurteilen wird, stellt
die Kommission fest, daß die oben aufgeführten Maßnah-
men 1, 2 und 4 ad hoc gewährt wurden, während es sich
bei Maßnahme 3 um eine fehlerhafte Anwendung einer
bestehenden und genehmigten Beihilferegelung handeln
könnte. Eine Vorprüfung weckt für alle Maßnahmen ernst-
hafte Zweifel in bezug auf ihre Vereinbarkeit mit Artikel 87
des EG-Vertrags. Die Kommission dehnt deshalb das for-
melle Prüfungsverfahren auf die vier oben erwähnten Bei-
hilfemaßnahmen aus.

2. BESCHREIBUNG DER BEIHILFEMASSNAHMEN, AUF DIE DAS
VERFAHREN AUSGEDEHNT WIRD

2.1. Bereitstellung von Kapital in Höhe von
21,8 Mio. EUR im Rahmen eines Vertrags über
eine stille Beteiligung

Am 28. Juni 1995 und am 13. Juli 1995 unterzeichne-
ten die Wirtschaftsservice Burgenland AG (im folgen-
den ,WiBAG�) und die LLG einen Vertrag über eine
echte stille Beteiligung (3), im Rahmen dessen die
WiBAG Kapital in Höhe von 21,8 Mio. EUR zur Ver-
fügung stellte.

Im Jahr 1994 wurde die WiBAG durch das Landes-
Wirtschaftsförderungsgesetz (WiFÖG) dazu berufen,
Wirtschaftsförderungsmaßnahmen durchzuführen und
staatliche Beihilfen im Namen des Landes Burgenland
zu gewähren. Die WiBAG agiert gemäß speziellen
Richtlinien. Es gibt auch derartige spezielle Richtlinien
für Kapitalbeteiligungen an Unternehmen, die im Jahr
1991 in Kraft traten.

Die WiBAG wird eine Verzinsung in Höhe von 1 % auf
ihr im Rahmen der stillen Beteiligung eingebrachtes
Kapital erhalten. Falls die LLG keine hinreichenden Er-
träge erzielt, um die Zinsen an die WiBAG zu zahlen,
wird der ausstehende Betrag gestundet, bis er vollstän-
dig aus Erträgen bezahlt werden kann. Wie in dem
letzten Zusatzvertrag festgelegt, wird die WiBAG nach
30 Jahren einen marktbasierten Zinsertrag auf ihr Ka-
pital verlangen. Die WiBAG könnte jedoch im Fall des
Konkurses der LLG auf ihr im Rahmen der stillen Be-
teiligung investiertes Kapital verzichten. Infolgedessen
wird die WiBAG schlimmstenfalls ihr gesamtes inve-
stiertes Kapital von 21,8 Mio. EUR verlieren.

Die Zielsetzung des Vertrags über eine stille Beteiligung
bestand darin, die LLG mit ausreichend Kapital für die
Errichtung und den Betrieb der Faserproduktionsanlage
im Business Park auszustatten. Die Kommission stellt
fest, daß keine Investitionskosten oder Investitionszeit-
pläne als Vorbedingung für die Kapitalspritze festgelegt
wurden.

2.2. Beihilfe von 0,4 Mio. EUR zum Grunderwerb

Das Land Burgenland ging in einem Vertrag (im folgen-
den ,Burgenland-Vertrag�), der am 21. März 1995 durch
das Land Burgenland und am 14. Juni 1995 durch die
LLG unterzeichnet wurde, bestimmte Verpflichtungen
ein. In dem Burgenland-Vertrag sagte das Land Burgen-
land mehrere Beihilfemaßnahmen zu, darunter in § 2
Punkt 2.2 die Gewährung einer Beihilfe in Höhe von
0,4 Mio. EUR zum Grunderwerb. Der Betrag wurde
am 16. Oktober 1995 an die LLG überwiesen, nach
einer entsprechenden Entscheidung der Regierung des
Landes Burgenland am 10. Oktober 1995.

2.3. Umweltschutzbeihilfe von 5,5 Mio. EUR

Mit Schreiben vom 11. Januar 1996 erklärte die Öster-
reichische Kommunalkredit AG (im folgenden ,ÖKK�)
im Namen der Republik Österreich, einen umweltbezo-
genen Investitionszuschuß von 5,5 Mio. EUR zu um-
weltbezogenen Investitionen in Höhe von
11,1 Mio. EUR zu gewähren. Die Beihilfe wurde ge-
mäß Artikel 12 Absatz 5 des Umweltförderungsgeset-
zes Nr. 185/1993 und den entsprechenden Förderungs-
richtlinien 1993 für betriebliche Umweltschutzmaß-
nahmen gewährt. Dieses Gesetz und die Förderungs-
richtlinien wurden der EFTA-Überwachungsbehörde
(im folgenden ,ESA�) notifiziert und wurden von der
ESA unter Nummer N 93-148 als bestehende Beihilfe
registriert. Das Gesetz war bis 1996 in Kraft, dann
genehmigte die Kommission Ergänzungen und Abän-
derungen.

Die Beihilfesumme sollte in zwei Teilbeträgen gewährt
werden. Der erste Teilbetrag beläuft sich auf
1,9 Mio. EUR und umfaßt eine fünfprozentige Kofi-
nanzierung durch den ERFE für Forschungs- und Ent-
wicklungstätigkeiten. Der zweite Teilbetrag beläuft sich
auf 3,6 Mio. EUR ohne EU-Kofinanzierung staatlicher
Beihilfen mit regionaler Zielsetzung. Die Liste förder-
fähiger Investitionen umfaßt nur Investitionen in Ma-
schinen und Prozeßeinheiten, jedoch nicht in For-
schung und Entwicklung.

2.4. Bereitstellung unternehmensspezifischer Infra-
struktur in noch unbekannter Höhe

In § 4 des Burgenland-Vertrags aus dem Jahr 1995 ver-
pflichtete sich das Land Burgenland, die erforderliche
Infrastruktur zu errichten, um der LLG Elektrizität, Be-
triebswasser, Fernmeldeeinrichtungen, Abwasserauf-
bereitung und Abfallbeseitigung zur Verfügung zu stel-
len sowie den Zugang zum Standort durch entspre-
chende Straßen- und Bahnanlagen sicherzustellen. Es
wurde vereinbart, daß das Land Burgenland die Kosten
für die Investitionen in die Infrastruktur zu tragen
habe. Unternehmen in Österreich müssen im allgemei-
nen eine Gebühr für staatliche Erschließungs- und In-
frastrukturmaßnahmen zahlen. Die BPH und die WHS
haben der LLG mittlerweile alle diese Infrastrukturein-
richtungen und Anschlüsse zur Verfügung gestellt.
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3. BEURTEILUNG DER BEIHILFEMASSNAHMEN, AUF DIE DAS VER-
FAHREN AUSGEDEHNT WIRD

3.1. Beurteilung des Vertrags über eine stille Betei-
ligung von 21,8 Mio. EUR

Die Kommission merkt an, daß die Kapitalbeteiligung
nicht gemäß den spezifischen WiBAG-Richtlinien für
Kapitalbeteiligungen an Unternehmen erfolgte, die erst-
malig im Jahr 1991 in Kraft traten. Eine Vorprüfung
zeigt nämlich, daß die der LLG gewährten günstigen
Bedingungen eindeutig außerhalb des Anwendungs-
bereichs dieser Richtlinien liegen. Die relevanten Richt-
linien aus dem Jahr 1994 legten fest, daß für Betei-
ligungen eine sektor-spezifische Basisverzinsung zuzüg-
lich eines Risikozuschlags erforderlich sei. Die WiBAG
und die LLG vereinbarten demgegenüber eine jährliche
Verzinsung von nur 1 %, und zwar nur in Zeiten, in
denen Erträge erwirtschaftet werden.

In ihrer Antwort vom 15. März 1999 geben Ihre Be-
hörden selbst zu, daß diese Bedingungen keine markt-
üblichen Sätze darstellen. Tatsächlich liegt das Beihilfe-
element dieser Beteiligung in dem ungewöhnlich gerin-
gen Ertrag, der als eine Verzinsung von 1 % des einge-
brachten Kapitals errechnet wird, jedoch nur in Zeiten,
in denen die LLG Erträge erwirtschaftet. Das Kapital
aus der stillen Beteiligung ähnelt einem zinsgünstigen
Darlehen mit einer Laufzeit von 30 Jahren. Unter der
Annahme, daß die neue Anlage in den ersten fünf
Jahren keine Erträge abwirft, und bei Zugrundelegung
des Bezugszinssatzes von 7,78 %, würde sich der der-
zeitige Nettowert der Zinssatzdifferenz über 30 Jahre
auf ungefähr 18 Mio. EUR belaufen. Unter diesen gün-
stigen Annahmen kommt die Zahl bereits der ur-
sprünglich investierten Summe nahe. Die WiBAG stellte
das Kapital für die stille Beteiligung folglich zu Bedin-
gungen bereit, die offensichtlich keinen kommerziellen
Überlegungen entsprechen. Die staatseigene WiBAG
handelte nicht wie ein privater Investor.

In ihrem Schreiben vom 15. März 1999 erklärte Ihre
Regierung, daß diese Beteiligung nicht im Rahmen ei-
ner bestehenden oder genehmigten Beihilferegelung ge-
währt wurde. Ihre Regierung argumentiert jedoch, daß
diese und andere Maßnahmen der Kommission mit
Schreiben vom 30. August 1995 notifiziert wurden,
und daß die Kommission diese Maßnahmen in ihrem
Schreiben vom 5. Oktober 1995 genehmigte. In seinem
Schreiben vom 30. August 1995 erklärte Österreich
seine Absicht, der LLG neue Beihilfen zu gewähren,
jedoch notifizierte es diese nicht förmlich gemäß Arti-
kel 88 Absatz 3 des EG-Vertrags, sondern erbat nur die
Meinung der Kommissionsdienststellen zu der Verein-
barkeit mehrerer Beihilfemaßnahmen im Rahmen einer
genehmigten Regelung für direkte finanzielle Zu-
schüsse: ,Richtlinien über die Gewährung von nicht
rückzahlbaren Zuschüssen gemäß dem Landes-Wirt-
schaftsförderungsgesetz� (SG(95) D/10695). Infolgedes-
sen erließ die Kommission in dem Antwortschreiben
vom 5. Oktober 1995, auf das sich Österreich bezieht,
keine abschließende Entscheidung über neue Beihilfen.
Die Kommissionsdienststellen unterrichteten Österreich
lediglich darüber, daß keine Einzelnotifizierung erfor-
derlich sei, wenn die geplanten Maßnahmen im Rah-

men dieser genehmigten Beihilferegelung N 589/95 ge-
währt würden. Daraus folgt, daß Österreich weder be-
haupten kann, diese und andere Maßnahmen notifiziert
zu haben, noch argumentieren kann, daß die Kommis-
sion sie in irgendeiner Form genehmigt habe.

Da sich die Kapitalbeteiligung als Ad-hoc-Maßnahme
erweist und folglich neue und als Einzelmaßnahme an-
zusehende Beihilfe darstellt, muß die Kommission un-
mittelbar ihre Vereinbarkeit mit dem Gemeinsamen
Markt gemäß den Bestimmungen von Artikel 87 des
EG-Vertrags beurteilen. Artikel 87 besagt, daß, soweit
im EG-Vertrag nicht etwas anderes bestimmt ist, staat-
liche oder aus staatlichen Mitteln gewährte Beihilfen
gleich welcher Art, die durch die Begünstigung be-
stimmter Unternehmen oder Produktionszweige den
Wettbewerb verfälschen oder zu verfälschen drohen,
mit dem Gemeinsamen Markt unvereinbar sind, soweit
sie den Handel zwischen Mitgliedstaaten beeinträchti-
gen. Die Kommission erinnert daran, daß das Potential
der Beihilfen an die LLG in bezug auf die Verfälschung
des Wettbewerbs und des Handels bereits in Abschnitt
9 ihrer Entscheidung sowie in dem Schreiben an Ihre
Regierung vom 29. Oktober 1998 dargelegt wurde.

Artikel 87 des EG-Vertrags gestattet Ausnahmen in be-
zug auf die Unvereinbarkeit von Beihilfen mit dem
Gemeinsamen Markt. Der ursprüngliche Vertrag über
eine stille Beteiligung legt fest, daß die Zielsetzung
des Vertrags darin bestand, die LLG mit Kapital für
die Errichtung und den Betrieb der Faserproduktions-
anlage im Business Park auszustatten. Da Errichtung
und Betrieb genannt werden, ist die Kommission nicht
in der Lage, eindeutig die Zielsetzung der Beihilfe zu
ermitteln und festzustellen, ob die LLG die Beihilfe als
Investitionsbeihilfe, als Betriebsbeihilfe oder beides ver-
wendet.

Die Ausnahmen in Absatz 2 von Artikel 87 des EG-
Vertrags könnten als Grundlage dafür dienen, Beihilfen
mit dem Gemeinsamen Markt vereinbar zu machen.
Die Beihilfe im Rahmen der stillen Beteiligung ist je-
doch weder a) sozialer Art und wird an einzelne Ver-
braucher gewährt, noch b) dient sie zur Beseitigung
von Schäden, die durch Naturkatastrophen oder son-
stige außergewöhnliche Ereignisse entstanden sind,
noch c) wird die Beihilfe für die Wirtschaft bestimmter
Gebiete der Bundesrepublik Deutschland gewährt.

Weitere Ausnahmen für Regionalbeihilfen werden in
Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe a) des EG-Vertrags dar-
gelegt. In bezug auf Investitionsbeihilfen legt Abschnitt
4.5 der relevanten gemeinschaftlichen Leitlinien für
staatliche Beihilfen mit regionaler Zielsetzung (4) fest,
daß Beihilfen notwendigerweise an spezifische Investi-
tionsbestandteile, beispielsweise Grundstücke, Gebäude,
Anlagen, geknüpft sein müssen. Die WiBAG legte in
dem Vertrag jedoch weder Investitionskosten oder In-
vestitionszeitpläne als Vorbedingung für die Kapital-
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spritze fest, noch legten die österreichischen Behörden
derartige Informationen der Kommission vor. Dies
macht eine Beurteilung der Beihilfeintensität unmög-
lich. In bezug auf Betriebsbeihilfen besagt Abschnitt
4.15 der gemeinschaftlichen Leitlinien für staatliche
Beihilfen mit regionaler Zielsetzung, daß Beihilfen,
mit denen die laufenden Ausgaben des Unternehmens
gesenkt werden sollen, grundsätzlich verboten sind und
daß nur ausnahmsweise derartige Beihilfen in Gebieten,
die in den Anwendungsbereich von Artikel 87 Absatz
3 Buchstabe a) fallen, gewährt werden können, wenn
zwei Bedingungen erfüllt sind. Diese Bedingungen sind:
i) Die Beihilfen sind aufgrund ihres Beitrags zur Regio-
nalentwicklung gerechtfertigt und ii) ihre Höhe ist den
auszugleichenden Nachteilen angemessen. Ferner stellt
Abschnitt 4.17 eindeutig fest, daß Betriebsbeihilfen zeit-
lich begrenzt und degressiv gestaffelt sein müssen. Im
Fall der LLG müßten die beiden erstgenannten Bedin-
gungen von Österreich nachgewiesen werden, während
die letztgenannte Bedingung zur degressiven Staffelung
eindeutig verletzt wird. Folglich könnte die Beihilfe
wahrscheinlich nicht als Ausnahme für Regionalbeihilfe
genehmigt werden.

Die Ausnahme von Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe b)
EG-Vertrag bezieht sich auf Vorhaben von gemein-
samem europäischem Interesse und kann keine Anwen-
dung finden. Dadurch verbleiben die Ausnahmen von
Artikel 87 Absatz 3 Buchstabe c). Beihilfen zur För-
derung der Entwicklung gewisser Wirtschaftszweige
oder Wirtschaftsgebiete, soweit sie die Handelsbedin-
gungen nicht in einer Weise verändern, die dem ge-
meinsamen Interesse zuwiderläuft, könnten unter die
gemeinschaftlichen Leitlinien für Forschung und Ent-
wicklung, Umweltschutz, Rettung und Umstrukturie-
rung, kleine und mittlere Unternehmen, Beschäftigung
und Ausbildung fallen. Aufgrund einer Vorprüfung
kommt die Kommission zu der Schlußfolgerung, daß
keine der Leitlinien anwendbar zu sein scheint, ins-
besondere in bezug auf den Teil über Betriebsbeihilfe.

3.2. Beurteilung der Beihilfe von 0,4 Mio. EUR zum
Grunderwerb

Am 16. Oktober 1995 zahlte das Land Burgenland
direkt aus seinem Haushalt einen nicht rückzahlbaren
Zuschuß von 0,4 Mio. EUR an die LLG. In seiner
jüngsten Antwort vom 15. März 1999 erklärt Öster-
reich, die Beihilfe ad hoc gewährt zu haben, nicht im
Rahmen einer genehmigten oder bestehenden Beihilfe-
regelung. Neue Beihilfen sind gemäß Artikel 88 Absatz
3 des EG-Vertrags zu notifizieren. Österreich behaup-
tet, daß es mit Schreiben vom 30. August 1995 eine
Einzelnotifizierung der Beihilfe bei der Kommission
vorgenommen habe und daß die Kommission die Bei-
hilfe im folgenden mit Schreiben vom 5. Oktober 1995
genehmigt habe. Die Kommission merkt an, daß die
Beihilfe, wie oben erläutert, weder notifiziert noch ge-
nehmigt wurde.

Im Fall neuer Einzelbeihilfen muß die Kommission die
Vereinbarkeit der Beihilfen mit dem Gemeinsamen
Markt unmittelbar anhand der in Artikel 87 des EG-

Vertrags dargelegten Kriterien beurteilen. Die Beihilfe
könnte rechtswidrig sein, wenn keine der in Artikel
87 Absätze 2 und 3 des EG-Vertrags aufgezählten Aus-
nahmen gelten.

In ihrer jüngsten Antwort vom 15. März 1997 argu-
mentieren Ihre Behörden, daß die Beihilfe durch ihre
im Burgenland-Vertrag beschriebene regionale Zielset-
zung gerechtfertigt wird. Der EG-Vertrag legt in Artikel
87 Absatz 3 Buchstabe a) eine Ausnahme für Regio-
nalbeihilfen fest, die besagt, daß Beihilfen als mit dem
Gemeinsamen Markt vereinbar betrachtet werden kön-
nen, wenn sie zur Förderung der wirtschaftlichen Ent-
wicklung von Gebieten bestimmt sind, in denen die
Lebenshaltung außergewöhnlich niedrig ist oder eine
erhebliche Unterbeschäftigung herrscht. Für Erstinvesti-
tionsbeihilfen legen die relevanten gemeinschaftlichen
Leitlinien für staatliche Beihilfen mit regionaler Zielset-
zung in Abschnitt 4.4 den Anwendungsbereich einer
eventuellen Ausnahme dar. Die Kommission behandelt
die Ad-hoc-Gewährung von Beihilfen außerhalb des
Anwendungsbereichs einer genehmigten Regionalbei-
hilferegelung normalerweise restriktiv. Wie jedoch im
Urteil des Europäischen Gerichtshofs in der Sache ,Hy-
tasa� (5) entschieden, muß die Kommission diese Bei-
hilfe in bezug auf die Erfüllung der Anforderungen
an Regionalbeihilfen gemäß Artikel 87 Absatz 3 Buch-
stabe a) beurteilen und die Beihilfe untersagen, wenn
sie diese für mit dem Gemeinsamen Markt unvereinbar
erachtet. Österreich hat bisher weder bezüglich der
regionalen Bedeutung der Investitionsbeihilfe für die
LLG zum Grunderwerb, noch dafür, warum außerhalb
der von der Kommission genehmigten Beihilferegelung
N 589/95 0,4 Mio. EUR gewährt werden mußten,
eine hinreichende Rechtfertigung erbracht.

Ferner forderte die Kommission bei der Einleitung des
formellen Prüfungsverfahrens in bezug auf andere der
LLG gewährte Beihilfen in ihrem Schreiben vom 14.
Oktober 1999 die österreichische Regierung auf, nach-
zuweisen, daß die Gesamtbeihilfeintensität die Höchst-
grenze für Regionalbeihilfen für das Land Burgenland,
d. h. ein Nettosubventionsäquivalent von 40 % nicht
übersteigt. Die Kommission muß unter Berücksichti-
gung der Informationen, die sie im Kontext dieser Aus-
dehnung des Prüfungsverfahrens erhalten wird, noch
die Gesamtbeihilfeintensität beurteilen. Daher kann
nicht ausgeschlossen werden, daß die rechtswidrige
Beihilfe zum Grunderwerb dazu führt, daß die Höchst-
grenze für Regionalbeihilfen überschritten wird. Eine
abschließende Beurteilung wird nach der Zusammen-
stellung aller Beihilfen möglich sein.

3.3. Beurteilung der Umweltschutzbeihilfe von
5,5 Mio. EUR

In ihrer Entscheidung, die Österreich mit Schreiben
vom 29. Oktober 1998 übermittelt wurde, erlegte die
Kommission Österreich auf nachzuweisen, daß die um-
weltbezogene Investitionsbeihilfe, die der LLG durch
die staatseigene ÖKK gewährt werden sollte, mit der
bestehenden und genehmigten Beihilferegelung
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N 93-148 vereinbar ist, die auf dem österreichischen
Umweltförderungsgesetz basiert.

Österreich sagte die Gewährung einer Umweltschutz-
beihilfe von bis zu 50 % der förderfähigen Kosten zu.
Gemäß dem Umweltförderungsgesetz könnten nur Pi-
lotprojekte eine derartige Beihilfeintensität erhalten.
Die Kommission kam zu dem Schluß, daß Österreich
die Anlage als Pilotprojekt betrachtete, und stellte diese
Einschätzung in Frage, da der Hauptkonkurrent der
LLG, Courtaulds plc, die kommerzielle Produktion der
Lyocell-Faser in den USA bereits im Jahr 1992 auf-
genommen hatte. In seiner jüngsten Antwort vom
15. März 1999 argumentiert Österreich, daß das Pro-
jekt als Pilotprojekt einzustufen ist, da die Legaldefini-
tion des Begriffs Pilotprojekt in Artikel 14 Absatz 3 der
fraglichen Beihilferegelung lautet: Erstanwendungen in
Europa, die über den Stand der Technik hinausgehen.
Aufgrund ihrer Vorprüfung akzeptiert die Kommission
diese Argumentation.

Das österreichische Umweltförderungsgesetz besagt je-
doch, daß jedes für Umweltschutzbeihilfen in Frage
kommende Projekt im Zusammenhang mit Produkti-
onsmethoden zur Verringerung von Umweltbelastun-
gen stehen muß. Es ist deshalb unvermeidlich, das Po-
tential der betreffenden Investition in bezug auf die
Verringerung der Umweltverschmutzung zu prüfen,
d. h. des Umweltnutzens, der ihr angerechnet werden
kann. Österreich führt an, daß der Umweltnutzen für
das vollständig neue Lyocell-Produktionsverfahren nur
im Vergleich zu dem alten Viskose-Produktionsverfah-
ren nachgewiesen werden kann. Dies setzt voraus, daß
das Endprodukt der beiden Verfahren insoweit ver-
gleichbar ist, als es denselben Produktmarkt hat.
Wenn die Investition erfolgt ist, vornehmlich um ein
neues Produkt, Lyocell, herzustellen, welches Kunden
nicht als Substitutionsgut für herkömmliche Viskosefa-
sern ansehen, wäre es sinnlos, die betreffenden Produk-
tionsverfahren bezüglich ihrer Umweltvorteile zu ver-
gleichen. Für einen derartigen Vergleich muß unbedingt
nachgewiesen werden, daß das Vergleichsverfahren tat-
sächlich die nächstbeste Alternative darstellt. In seiner
Antwort vom 28. April 1999 erklärt Österreich jedoch
eingehend, warum Viskosefasern und Lyocellfasern
zwei verschiedenen Produktmärkten angehören und
nicht zu vergleichen sind. Diese Einschätzung wird
durch frühere Stellungnahmen von Konkurrenten be-
stätigt. Eine unterstützende Schlußfolgerung ist auch
der Entscheidung der Kommission vom 30. Juni 1998,
IV/M.1182, im Fall des Zusammenschlusses von Akzo
Nobel und Courtaulds zu entnehmen. Da zwei unter-
schiedliche Produkte betroffen sind, wie Österreich dar-
gelegt hat, ist die Vergleichsgrundlage nicht gerechtfer-
tigt. Insofern konnten die von Österreich übermittelten
Informationen nicht die Zweifel der Kommission aus-
räumen, daß LLG die geförderten Investitionen zum
Zweck der Verringerung der Umweltverschmutzung
oder mit einer anderen umweltbezogenen Zielsetzung
getätigt hat, sondern ist der Meinung, daß diese vor
allem zur Herstellung eines neuen Produkts getätigt
wurden: Lyocell by Lenzing.

Sollte Österreich doch schließlich in der Lage sein, die
Vergleichbarkeit der Produktionsverfahren für Lyocell-

und Viskosefasern nachzuweisen, müßte Österreich
auch nachweisen, warum spezifische Ausrüstungs-
bestandteile als durch Umweltschutzbeihilfen förder-
fähig betrachtet werden. In seiner Antwort vom 15.
März 1999 erklärt Österreich, daß die Wahl der Aus-
rüstung durch ihre Charakterisierung als Pilotprojekt
geleitet wurde, d. h. durch die sogenannte Maßstabsver-
größerung (scale-up). Die Kommission fragt sich,
warum die Maßstabsvergrößerung sie gleichzeitig für
Umweltschutzbeihilfen und für EFRE-Kofinanzierung
für Forschung und Entwicklung förderfähig macht. Be-
reits in ihrem Schreiben an Österreich vom 29. Okto-
ber 1998 stellte die Kommission diesen Punkt in Frage
und unterstrich, daß die genehmigte Umweltschutzbei-
hilferegelung N 93-148 in ihrem Artikel 6 Absatz 1 die
Unterstützung von Posten untersagt, wenn diese bereits
aus anderen Gründen gefördert werden. Österreich er-
klärte in seiner jüngsten Antwort vom 15. März 1999,
daß die förderfähigen Kosten in einer abschließenden
Umverteilung am Ende des Projekts auf verschiedene
Posten aufgeteilt würden. Die Kommission merkt an,
daß Österreich nur eine Liste von Posten für die Finan-
zierung durch Umweltschutzbeihilfen und F&E-Beihil-
fen vorgelegt hat. Da Österreich nicht aufklärt, welche
Posten es als durch welche Beihilfen förderfähig be-
trachtet, hat es auch nicht alle Informationen bereit-
gestellt, die zur Beurteilung der Intensität der Umwelt-
schutzbeihilfe notwendig sind. Österreich hat also nicht
aufgezeigt, daß die bestehende und genehmigte Um-
weltschutzregelung N 93-148 korrekt angewendet
wurde.

Infolge der obigen Überlegungen bezweifelt die Kom-
mission ernsthaft, daß die für Umweltschutzzwecke
vorgesehene staatliche Beihilfe in korrekter Anwendung
der bestehenden und genehmigten Beihilferegelung
N 93-149 gewährt wurde.

Weil Österreich nicht die korrekte Anwendung einer
bestehenden und genehmigten Beihilferegelung nach-
gewiesen hat, muß die Kommission die Beihilfe als
neue Einzelbeihilfe betrachten, die unmittelbar unter
die Bestimmungen von Artikel 87 des EG-Vertrags fällt
und deren Umweltschutzcharakter gemäß dem Ge-
meinschaftsrahmen für staatliche Umweltschutzbeihil-
fen beurteilt werden muß. Da Investitionsbeihilfen
zur Verbesserung gegenüber verbindlichen Normen
oder in Ermangelung derartiger Normen betroffen sind,
müssen die Beihilfen in einem angemessenen Verhältnis
zu der erzielten Verbesserung des Umweltschutzes und
in einem angemessenen Verhältnis zu den für die Er-
reichung der Verbesserung erforderlichen Investitionen
stehen. Die Verhältnismäßigkeit in bezug auf die Ver-
besserung des Umweltschutzes und die erforderlichen
Investitionskosten bezieht sich auf diejenigen Kosten-
unterschiede zwischen den beiden Produktionsverfah-
ren, die eindeutig den zusätzlichen Umweltschutz-
bemühungen zuzuordnen sind. Die Beurteilung der
Förderfähigkeit durch die Kommission wird durch die
in monetären Begriffen ausgedrückten zusätzlichen In-
vestitionen geleitet.

Im vorliegenden Fall unterscheiden sich die beiden Pro-
duktionsprozesse fundamental voneinander. Deshalb ist
es unmöglich, bei dem neuen Prozeß die umweltbezo-
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genen Extrakosten direkt an bestimmten Investitions-
gegenständen festzumachen. Folglich müssen die bei-
den Produktionsprozesse in ihrer Gesamtheit vergli-
chen werden. Für diesen Vergleich hätte Österreich
zwei Kategorien von Angaben liefern und diese ins
Verhältnis setzen können. Zum einen, die Kostenunter-
schiede in Investitions- und laufenden Kosten zwischen
den beiden Prozessen und zum anderen einen Vergleich
der jeweiligen Umweltleistungen. Bezüglich der ersten
Kategorie hat Österreich keine Kostendaten zum ur-
sprünglichen Produktionsprozeß und keine produktbe-
zogenen laufenden Kostenangaben für den neuen Pro-
zeß geliefert. Hinsichtlich dem Vergleich der jeweiligen
Umweltleistungen besteht ein zusätzliches Problem in
der Tatsache, daß die beiden Produktionsprozesse ver-
schiedene Arten von Emissionen ausstoßen und da-
durch eine gemeinsame sachliche Vergleichsbasis
schwer herzustellen ist. Österreich hat nur physika-
lische Emissionsdaten verglichen.

Zusammengefaßt hat Österreich weder nachgewiesen,
wie die Umweltleistungen des neuen Prozesses gemes-
sen werden sollen, noch hat es die Verhältnismäßigkeit
dieser Leistungen zu den dafür notwendigen Investitio-
nen aufgezeigt, oder zu der vorgeschlagenen Beihilfen-
höhe. Ferner unterstrich Österreich bei mehreren Ge-
legenheiten gegenüber der Kommission, daß das Lyo-
cell-Produktionsverfahren letztendlich zu verringerten
Produktionskosten führen würde, beispielsweise im
Vergleich zu dem früheren Viskose-Produktionsverfah-
ren. Infolgedessen bezweifelt die Kommission, daß
Österreich zusätzliche Kosten im Zusammenhang mit
Umweltschutzinvestitionen nachweisen kann, und hat
folglich ernsthafte Zweifel in bezug auf die Notwendig-
keit der Umweltschutzbeihilfe.

3.4. Beurteilung der kostenlosen Bereitstellung der un-
ternehmensspezifischen Infrastruktur

In ihrem Schreiben vom 29. Oktober 1998 forderte die
Kommission Österreich auf zu erklärten, welche Bei-
hilfemaßnahmen der LLG im Zusammenhang mit der
Bereitstellung von Infrastruktur und Verkehrsverbin-
dungen gewährt wurden. Daneben erlegte die Kommis-
sion Österreich auf anzugeben, im Rahmen welcher
bestehenden oder genehmigten Beihilferegelung diese
Beihilfe gewährt wurde. Mit Schreiben vom 15. März
1999 antwortete Österreich, daß die LLG alle Erschlie-
ßungsmaßnahmen innerhalb ihres eigenen Standorts
selbst bezahle. Zu sämtlichen Erschließungsmaßnah-
men außerhalb ihres Standorts durch die BPH und
die WHS leistete die LLH keine Beiträge.

Unternehmen in Österreich müssen im allgemeinen
Anschluß- oder Nutzungsgebühren für staatliche Er-
schließungs- und Infrastrukturmaßnahmen zahlen.
Wenn die Erschließungs- und Infrastrukturmaßnahmen
darüber hinaus auf den Bedarf eines spezifischen Unter-
nehmens zugeschnitten sind, verschafft ihre kostenlose
Bereitstellung diesem Unternehmen einen finanziellen

Vorteil, der eine staatliche Beihilfe im Sinne von Artikel
87 des EG-Vertrags darstellen kann. Österreich behaup-
tet in seinem Schreiben vom 15. März 1999, daß diese
Infrastrukturinvestitionen keine staatliche Beihilfe für
die LLG darstellen, da jedes Unternehmen im Business
Park die Infrastruktur nutzen kann. Es argumentiert
ferner, daß es sich nicht um staatliche Beihilfe handelte,
da die LLG nur von ihrer geographischen Nähe zu der
Stelle profitierte, an der die Erschließungs- und Infra-
strukturmaßnahmen sowieso durchgeführt wurden. Bei
dieser Infrastruktur handelt es sich insbesondere um
Straßen und Schienen sowie um die Anschlüsse für
Elektrizität, Gas, Kühlwasser und Abwasseraufberei-
tung, die zum größten Teil von der sogenannten ,Me-
dienzentrale� ausgehen, die die WHS in unmittelbarer
Nähe zum Standort der LLG installiert hatte. Aus-
gehend von den Beschreibungen, die Österreich zu
diesen Anschlüssen gegeben hat, und unter Berücksich-
tigung der aktuellen Informationen über Ansiedlungen
anderer Unternehmen hat die Kommission keine
Grundlage für die Schlußfolgerung, daß es sich bei
den Maßnahmen um allgemeine Maßnahmen für alle
Unternehmen im Business Park handelte. Ferner kann
die Kommission den von Österreich übermittelten In-
formationen nicht entnehmen, warum die LLG nicht
aufgefordert wurde, einen Beitrag zu den Kosten für
die Erschließungsmaßnahmen im Zusammenhang mit
diesen Anschlüssen zu leisten, der in angemessenem
Verhältnis zu ihrem Anteil an der Nutzung der Infra-
struktur steht. Derartige Beiträge werden von anderen
Unternehmen im Business Park in Form von hohen
Grundstückspreisen verlangt, die mehr als das Sieben-
fache des Preises betragen, den die LLG anfänglich
zahlte. Unter Berücksichtigung des Umfangs der ko-
stenlosen Bereitstellung von Infrastruktur und An-
schlüssen profitierte die LLG deshalb im Vergleich zu
anderen Unternehmen zweifellos von ungewöhnlichen
Vorteilen. Dies wird durch die Tatsache unterstrichen,
daß sich das Land Burgenland vertraglich verpflichtete,
die Kosten für die Infrastrukturinvestitionen zu über-
nehmen. Diese Verpflichtung wäre nicht nötig gewe-
sen, wenn Unternehmen normalerweise keine Gebüh-
ren für Erschließungs- und Infrastrukturmaßnahmen
zahlen. Die Kommission ist nicht in der Lage, den
finanziellen Vorteil für die LLG zu quantifizieren.

Österreich erklärte früher, daß die BPH kein öffent-
liches Unternehmen ist und daß die BPH als privater
Investor agiert. Die Kommission bezweifelt, daß die
BPH ein privates Unternehmen ist, da die Aktienmehr-
heit zum Zeitpunkt des Baus der Infrastruktur im Be-
sitz staatlicher Stellen gewesen zu sein scheint. In sei-
nem jüngsten Schreiben vom 15. März 1999 erklärte
Österreich, daß die Eigentumsstruktur der BPH derzeit
wie folgt ist: 90 % der Aktien sind im Besitz der WEBU
Wirtschaftsengineering Burgenland GmbH, die wie-
derum zu 49 % im Besitz der staatseigenen WiBAG
ist, 1,02 % befinden sich im Besitz der privaten ALTA
Wirtschaftstreuhandgesellschaft, Wirtschaftsprüfungs-
und Steuerberatungsgesellschaft mbH, und die restli-
chen 49,98 % sind im Besitz der ALTA als Treuhänder
für ein unbekanntes, angeblich privates Unternehmen.
Als Nachweis für den privaten Charakter des Unter-
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nehmens legt Österreich eine eidesstattliche Erklärung
eines österreichischen Rechtsanwalts bei, der erklärt,
daß weder das Land Burgenland, noch die WiBAG An-
teile an dem fraglichen Unternehmen besitzen. Die
Kommission merkt an, daß diese Erklärung nicht aus-
schließt, daß sich die restlichen 49,98 % der Aktien an
der WEBU in staatlichem Besitz befinden. Deshalb
kann die Kommission nicht ausschließen, daß die
BPH ein staatlich beherrschtes Unternehmen war und
ist.

Die Kommission stellt in Frage, daß ein privater Inve-
stor für irgendein Unternehmen im Business Park ko-
stenlos Erschließungs- und Infrastrukturmaßnahmen
durchführen und Anschlüsse bereitstellen würde. Öster-
reich behauptet, daß auch ein privater Investor an der
Stelle der BPH der LLG Sonderbedingungen geboten
hätte, da ein erster großer Investor angeworben werden
sollte, der in der Folge andere Unternehmen in den
Park anziehen sollte, über die dann die Infrastruktur-
und Anschlußkosten gedeckt werden könnten. Die
Kommission merkt an, daß eine derartige Behauptung
durch Tatsachen oder Zahlen belegt werden müßte, die
die Argumentation der BPH zur damaligen Zeit erken-
nen lassen.

Aufgrund der vorstehenden Ausführungen und auf der
Grundlage der derzeit verfügbaren begrenzten Informa-
tionen kann die Kommission nicht ausschließen, daß
Österreich, über die BPH, der LLG in Form von kosten-
loser Bereitstellung von Infrastruktur staatliche Beihilfe
gewährte. In seinem Schreiben vom 15. März 1999
behauptet Österreich jedoch auch für diese Bereitstel-
lung von Infrastruktur, daß die Kommission die Maß-
nahme de facto genehmigt hätte. Österreich besteht
darauf, daß die Kommission im Jahr 1995 über den
Vertrag zwischen dem Land Burgenland und der LLG
informiert wurde und daß Österreich die Maßnahme
mit Schreiben vom 30. August 1995 offiziell notifiziert
hätte. Österreich argumentiert, daß das darauffolgende
Schreiben der Kommissionsdienststellen vom 5. Okto-
ber 1995 als Billigung der Maßnahme ausgelegt werden
konnte. Neben der weiter oben diskutierten Tatsache,
daß Österreich keine dieser Beihilfemaßnahmen notifi-
zierte und die Kommission sie nicht genehmigte, ist
folgendes anzumerken. In diesem Schreiben erklärten
die Kommissionsdienststellen, daß die vorgelegten In-
formationen analysiert wurden und daß in bezug auf
die Förderfähigkeit im Rahmen der genehmigten Rege-
lung N 589/95 keine Probleme gesehen wurden. Diese
Erklärung zog jedoch keine Schlußfolgerungen bezüg-
lich des eventuellen Beihilfecharakters der Bereitstel-
lung von Infrastruktur gemäß Artikel 87 Absatz 1
des EG-Vertrags.

In seinen schriftlichen Antworten hat Österreich nicht
eine frühere Behauptung aufrecht erhalten, wonach,
falls die Bereitstellung von Infrastruktur doch als Bei-
hilfe angesehen würde, diese von dem genehmigten
Wirtschaftsförderungsgesetz 1994 gedeckt sein würde.

Solch eine Behauptung hätte von Österreich allerdings
bewiesen werden müssen, was nicht geschehen ist. Es
folgt, daß die Bereitstellung von Infrastruktur nicht in
Anwendung einer bestehenden oder genehmigten Bei-
hilferegelung gewährt wurde.

Die Kommission beurteilt neue Einzelbeihilfen unmit-
telbar anhand der in Artikel 87 des EG-Vertrags darge-
legten Kriterien. Die Beihilfe könnte rechtswidrig sein,
wenn keine der in Artikel 87 Absätze 2 und 3 des
EG-Vertrags aufgezählten Ausnahmen zutreffen. Da
Österreich den Zweck der Beihilfe nicht angegeben
hat, kann die Kommission nur annehmen, daß sie als
Erstinvestitionsbeihilfe zum Zweck der Regionalent-
wicklung gewährt wurde. Wie oben dargelegt, muß
die Kommission ad hoc und nicht im Rahmen einer
genehmigten Regionalbeihilferegelung gewährte Regio-
nalbeihilfen bezüglich ihrer regionalen wirtschaftlichen
Bedeutung und insbesondere bezüglich ihres Potentials
zur Schaffung von Arbeitsplätzen beurteilen. Bis jetzt
hat Österreich keine hinreichenden Elemente vorgelegt,
die der Kommission die Beurteilung der regionalen
Bedeutung speziell dieser Beihilfe gestatten. Darüber
hinaus könnte diese Beihilfe dazu führen, daß die
Höchstgrenze für Regionalbeihilfen für das Land Bur-
genland, ein Nettosubventionsäquivalent von 40 %,
überschritten wird. Schließlich weist die Kommission
auf die enge Verknüpfung dieser Frage der unterneh-
mensspezifischen Erschließungs- und Infrastrukturmaß-
nahmen mit der Frage des geringen Grundstückspreises
hin, für die das Verfahren gemäß Artikel 88 Absatz 2
EG-Vertrag bereits eingeleitet wurde. Infolgedessen be-
zweifelt die Kommission die Vereinbarkeit dieser Bei-
hilfemaßnahme mit dem Gemeinsamen Markt.

4. SCHLUSSFOLGERUNGEN

Die Schlußfolgerungen der Kommission können wie folgt
zusammengefaßt werden:

1. Die Kommission stellt fest, daß die staatseigene WiBAG
der LLG, ohne Notifizierung der Kommission, in Form
eines Vertrags über eine stille Beteiligung eine Ad-hoc-
Beihilfe von mindestens 17,8 Mio. EUR gewährte. Auf-
grund der bisher von Österreich erteilten Informationen
ist die Kommission nicht in der Lage zu beurteilen, ob
die Beihilfe als Investitionsbeihilfe oder als Betriebsbei-
hilfe bestimmt ist, und bezweifelt, daß die Beihilfe als
mit Artikel 87 des EG-Vertrags vereinbar betrachtet wer-
den kann.

2. Die Kommission stellt fest, daß das Land Burgenland der
LLG, ohne Notifizierung der Kommission, eine Ad-hoc-
Beihilfe zum Grunderwerb in Höhe von 0,4 Mio. EUR
gewährte. Die Kommission bezweifelt, daß die Beihilfe
aus Gründen der Regionalentwicklung gerechtfertigt ist.
Ferner könnte die Beihilfe dazu führen, daß die Höchst-
grenze für Regionalbeihilfen überschritten wird.
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3. Die Kommission bezweifelt, daß der für den Umwelt-
schutz vorgesehene Zuschuß von 5,5 Mio. EUR unter
korrekter Anwendung des Umweltförderungsgesetzes ge-
währt wurde, das eine bestehende Beihilferegelung um-
faßt, die unter N 93-148 genehmigt wurde. Bei direkter
Beurteilung als neue Einzelbeihilfe gemäß Artikel 87 des
EG-Vertrags bezweifelt die Kommission die Vereinbarkeit
der Beihilfe mit dem Gemeinschaftsrahmen für staatliche
Umweltschutzbeihilfen.

4. Die Kommission vertritt die Ansicht, daß die LLG mög-
licherweise kostenlos von unternehmensspezifischen Er-
schließungs- und Infrastrukturmaßnahmen der BPH pro-
fitiert hat. Österreich erklärt, daß die Maßnahme nicht
durch eine Beihilferegelung gedeckt ist, so daß die Kom-
mission sie unmittelbar in Anwendung von Artikel 87
des EG-Vertrags prüft. Da die Kommission bezweifelt,
daß die BPH zum Zeitpunkt der Bereitstellung der Infra-
struktur ein staatliches Unternehmen war, sieht sie die
Bereitstellung von Infrastruktur als staatliche Beihilfe an.
Die Kommission bezweifelt zudem die Vereinbarkeit der
Beihilfe mit dem Gemeinsamen Markt.

Wie die Kommission bereits in ihrem Schreiben an die
österreichische Regierung vom 29. Oktober 1998 darlegte,
stellen die oben erwähnten Maßnahmen möglicherweise ei-
nen unentgeltlichen Vorteil für die LLG dar. Diese Maßnah-
men könnten der LLG zu einer wesentlichen Senkung ihrer
Investitions- und Betriebskosten verhelfen, was signifikante
und nachhaltige positive Auswirkungen auf ihre finanzielle
Lage hätte. Im Bereich von Lyocell ist der britische Chemie-
konzern Accordis Ltd (früher Courtaulds plc) der Hauptkon-
kurrent der LLG, der die Faser unter dem Handelsnamen
Tencel vermarktet. Darüber hinaus steht die LLG auch im
Wettbewerb mit mehreren anderen Faserherstellern mit Sitz
in verschiedenen Mitgliedstaaten. Der Fasermarkt leidet un-
ter Überkapazitäten. Die aufgeführten Maßnahmen führen
folglich möglicherweise zu einer Beeinträchtigung der wirt-
schaftlichen Lage von Konkurrenten aus anderen Mitglied-
staaten (6).

Infolgedessen stellen die oben behandelten Maßnahmen
möglicherweise staatliche Beihilfen im Sinne von Artikel
87 Absatz 1 des EG-Vertrags und Artikel 61 Absatz 1 des
EWR-Abkommens dar, da sie möglicherweise den Wett-
bewerb zwischen Mitgliedstaaten verfälschen, oder zu ver-
fälschen drohen. Die Kommission bezweifelt zudem die Ver-
einbarkeit dieser Beihilfen mit dem Gemeinsamen Markt.

In Übereinstimmung mit Artikel 10 Absatz 3 der Verfah-
rensordnung (7) und der Rechtsprechung des Europäischen
Gerichtshofes in den verbundenen Rechtssachen C-324/90
und C-342/90 vom 13. April 1994 (8) hat die Kommission

(6) Europäischer Gerichtshof, 14.9.1994, Spanien/Kommission,
C-278-F280/91.

(7) A. a. O.
(8) ,Deutsche Bundesregierung� und ,Pleuger Worthington GmbH gegen

Die Kommission der Europäischen Gemeinschaften�; Sammlung der
Rechtsprechung des Gerichtshofs 1994, Seite I-1173.

auch das Recht, eine vorläufige Entscheidung zu erlassen, in
der der betroffene Mitgliedstaat verpflichtet wird, alle für die
Prüfung der Vereinbarkeit einer Beihilfe mit dem Gemein-
samen Markt erforderlichen Unterlagen, Informationen und
näheren Angaben vorzulegen.

Die Kommission erlegt Österreich auf, innerhalb eines Mo-
nats nach Eingang dieses Schreibens alle für die Beurteilung
der Vereinbarkeit der Beihilfemaßnahmen erforderlichen Un-
terlagen, Informationen und Daten vorzulegen und ins-
besondere umfassende Informationen zu den folgenden Fra-
gen zu erteilen:

1. Vertrag über eine stille Beteiligung in Höhe von
21,8 Mio. EUR: Mitteilung und Nachweis des Zwecks
der Beihilfe und Berechnung der erwarteten Beihilfesum-
men;

2. Gewährung einer Investitionsbeihilfe in Höhe von
0,4 Mio. EUR: Nachweis der Bedeutung dieser Beihilfe
für die Regionalentwicklung des Landes Burgenland;

3. Gewährung einer Umweltschutzbeihilfe in Höhe von
5,5 Mio. EUR: monetäre Quantifizierung des mit den
im Rahmen des Umweltförderungsgesetzes durch Um-
weltschutzbeihilfen förderfähigen Posten verbundenen
Potentials zur Verringerung der Umweltverschmutzung
oder � alternativ hierzu � der quantitative Nachweis,
daß die Beihilfe, wie vom Gemeinschaftsrahmen für
staatliche Umweltschutzbeihilfen verlangt, in angemesse-
nem Verhältnis zur erzielten Verbesserung des Umwelt-
schutzes und zu den für die Erreichung der Verbesserung
erforderlichen Investitionen steht.

4. Eigentumscharakter der BPH: Nachweis, daß die ALTA
Wirtschaftstreuhandgesellschaft mbH ihre Beteiligung in
Höhe von 49,98 % an der WEBU Wirtschaftsengineering
Burgenland GmbH als Treuhänder für ein privates Unter-
nehmen ausübt, und Offenlegung der vollständigen Ei-
gentumsstruktur der BPH zur Zeit des Baus der fragli-
chen Infrastruktur.

Wenn die Kommission die verlangten Informationen nicht
erhält, wird sie eine Entscheidung auf der Grundlage der in
ihrem Besitz befindlichen Informationen erlassen.

Die Kommission fordert Ihre Behörden auf, unverzüglich
eine Kopie dieses Schreibens an den eventuellen Beihilfe-
empfänger weiterzuleiten.

Die Kommission erinnert Österreich an die aufschiebende
Wirkung von Artikel 88 Absatz 3 des EG-Vertrags und
verweist auf das Schreiben an alle Mitgliedstaaten vom 22.
Februar 1995, wonach jede rechtswidrig gewährte Beihilfe
gemäß den einzelstaatlichen Rechtsvorschriften vom Emp-
fänger zurückzufordern ist; die auf diese Weise zurückge-
forderten Beträge beinhalten die Zinsen � berechnet auf
der Basis des für die Berechnung des Subventionsäquivalents
für Regionalbeihilfen geltenden Referenzsatzes � ab dem
Tag, an dem die Beihilfe gewährt wurde, bis zum Datum
der tatsächlichen Rückzahlung.�
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Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 87 y 88 (antes
artículos 92 y 93) del Tratado CE

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(1999/C 253/04)

Fecha de adopción de la decisión: 20.7.1999

Estado miembro: Bélgica

Ayuda: NN 87/99, NN 88/89, NN 89/99, NN 90/99, N 380/99
y N 396/99

Denominación: Medidas especiales en los sectores de las aves
de corral, la carne de porcino, los huevos y la carne de vacuno
tras una contaminación por dioxina

Objetivo: Acelerar la eliminación de la contaminación por
dioxina en los sectores afectados y evitar sufrimientos inútiles
de los animales, abonando a los propietarios indemnizaciones
o anticipos recuperables por los animales destruidos a causa de
la contaminación o la sospecha de contaminación

Fundamento jurídico:

1. � Arrêté ministériel du 16 juin 1999 relatif à une indem-
nisation des producteurs de volailles dans le cadre de la
contamination par des dioxines, modifié par l'arrêté
ministériel du 18 juin 1999

� Ministerieel besluit van 16 juni 1999 betreffende een
vergoeding voor de producenten van pluimvee in het
kader van de dioxinebesmetting

2. � Arrêté ministériel du 1er juillet 1999 relatif à une avance
récupérable aux producteurs dont les porcs font l'objet
d'un ordre d'abattage dans le cadre de la contamination
par des dioxines

� Ministerieel besluit van 1 juli 1999 betreffende een te-
rugvorderbaar voorschot aan de producenten waarvan
de varkens het voorwerp van een afslachtingsbevel uit-
maken in het kader van de dioxinebesmetting

3. � Arrêté ministériel du 2 juillet 1999 relatif à une avance
récupérable aux producteurs dont les porcs font l'objet
d'une saisie conservatoire dans le cadre de la contami-
nation par des dioxines

� Ministerieel besluit van 2 juli 1999 betreffende een te-
rugvorderbaar voorschot aan de producenten waarvan
de varkens het voorwerp van een bewarend beslag uit-
maken in het kader van de dioxinebesmetting

4. � Projet d'arrêté ministériel relatif à une avance récupé-
rable aux producteurs agricoles dont les �ufs font
l'objet d'une saisie conservatoire ou d'un ordre de
destruction dans le cadre de la contamination par des
dioxines

� Ministerieel besluit betreffende een terugvorderbaar
voorschot aan de landbouwproducenten waarvan de
eieren het voorwerp van een bewarend beslag of van
een vernietigingsbevel uitmaken in het kader van de
dioxinebesmetting

5. � Projet d'arrêté ministériel relatif à une avance récupé-
rable aux producteurs dont les bovins font l'objet
d'une ordre d'abattage dans le cadre de la contamination
par des dioxines

� Ministerieel besluit betreffende een terugvorderbaar
voorschot aan de producenten waarvan de runderen
het voorwerp van een afslachtingsbevel uitmaken in
het kader van de dioxinebesmetting

6. � Arrêté ministériel du 1er juillet 1999 modifiant l'arrêté
ministériel du 18 juin 1999 relatif à la mise à mort
d'animaux dans le cadre des mesures temporaires en
vue de lutter contre la dispersion de la contamination
par des dioxines

� Ministerieel besluit van 1 juli 1999 tot wijziging van het
ministerieel besluit van 18 juni 1999 betreffende de af-
making van dieren in het kader van de tijdelijke maat-
regelen ter bestrijding van de dioxineverspreiding en
-besmetting

Intensidad o importe de la ayuda: Máximo 100 %

Duración: Sin determinar

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 20.7.1999

Estado miembro: Bélgica

Ayuda: NN 95/99 � N 384/99

Denominación: Ayudas a las empresas directamente afectadas
por la crisis de la dioxina, 1999

Objetivo: Acelerar la eliminación de la contaminación por
dioxina en los productos afectados pagando indemnizaciones
o anticipos recuperables a los propietarios de los productos
destruidos a causa de la contaminación o la sospecha de con-
taminación, o cuyo plazo de caducidad ha quedado superado

Fundamento jurídico:

1. � Arrêté ministériel du 30 juin 1999 organisant l'octroi
d'une indemnité pour certains produits d'origine
animale dans le cadre de la contamination par la dioxine

� Ministerieel besluit van 30 juni 1999 tot instelling van
een vergoedingsregeling voor sommige producten van
dierlijke oorsprong in het kader van de verontreiniging
met dioxine
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2. � Arrêté royal du 30 juin 1999 instaurant une avance
pour les entreprises qui sont touchées directement par
la crise de la dioxine de 1999

� Koninklijk besluit van 30 juni 1999 tot instelling van
een voorschot voor ondernemingen die rechtstreeks ge-
troffen zijn door de dioxinecrisis van 1999

Intensidad o importe de la ayuda: Máximo 100 %

Duración: Sin determinar

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Fecha de adopción de la decisión: 27.7.1999

Estado miembro: Países Bajos

Ayuda: N 294/99

Denominación: Promoción de la acuicultura

Objetivo: La Secretaría de Estado de agricultura, gestión del
patrimonio natural y pesca se propone crear un régimen tem-
poral de ayuda destinado a fomentar la acuicultura, parcial-
mente financiado mediante el IFOP

Fundamento jurídico: �Tijdelijke subsidieregeling aquacultuur�

Presupuesto: El coste total de la inversión tiene un límite de
3,2 millones de florines neerlandeses (1,4 millones de euros),
cifra que incluye la participación del IFOP, cuyo importe se
estima en 2,2 millones de florines neerlandeses (998 316 euros)

Intensidad o importe de la ayuda: La ayuda representará el
30 % de los gastos subvencionables. Los porcentajes de parti-
cipación figuran en el grupo 2 del cuadro 5, «Otras regiones»,
del anexo III del Reglamento (CE) no 2468/98

Duración: Un año

Otros datos: Las condiciones son las que figuran en las Direc-
trices para el examen de las ayudas de Estado en el sector de la
pesca y la acuicultura (DO C 100 de 27.3.1997) y en el Re-
glamento (CEE) no 2468/98 del Consejo, de 3 de noviembre de
1998, por el que se definen los criterios y condiciones de las
intervenciones comunitarias con finalidad estructural en el sec-
tor de la pesca, la acuicultura, la transformación y comerciali-
zación de sus productos (DO L 312 de 20.11.1998)

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, su-
primidos los datos confidenciales, se encuentra en:

http://europa.eu.int/comm/sg/sgb/state_aids

Anuncio de inicio de una reconsideración de conformidad con el artículo 12 del Reglamento (CE)
no 384/96 del Consejo relativo a las medidas antidumping aplicables a las importaciones de

magnesio no aleado en bruto originarias de la República Popular de China

(1999/C 253/05)

La Comisión ha recibido una solicitud de conformidad con el
artículo 12 del Reglamento (CE) no 384/96 del Consejo (1) (en
lo sucesivo denominado «el Reglamento de base»), cuya última
modificación la constituye el Reglamento (CE) no 905/98 (2)
para investigar si las medidas antidumping impuestas por el
Reglamento (CE) no 2402/98 del Consejo, de 3 de noviembre
de 1998, sobre importaciones de magnesio no aleado en bruto
originarias de la República Popular de China (3) han tenido
repercusiones en los precios de reventa o los posteriores pre-
cios de venta en la Comunidad.

1. Solicitud de reconsideración

La solicitud fue presentada el 22 de julio de 1999 por el
Comité de enlace de la industria de las aleaciones ferrosas (Euro
Alliages) en nombre del único productor comunitario conocido
de magnesio no aleado en bruto, Pechiney Electrometallurgie,
Francia (PEM), en lo sucesivo denominado «el solicitante».

2. Producto

El producto afectado es magnesio no aleado en bruto, según lo
definido en el apartado 1 del artículo 1 del Reglamento (CE)
no 2402/98, es decir, magnesio en bruto que contiene acciden-
talmente pequeñas cantidades de otros elementos como impu-
rezas, y magnesio en bruto que contiene elementos añadidos
intencionalmente tales como aluminio y cinc, que no corres-
ponde a una de las aleaciones descritas en el anexo del men-
cionado Reglamento. El producto es actualmente clasificable en
los códigos NC 8104 11 00 y ex 8104 19 00. Estos códigos NC
se indican a título meramente informativo.

3. Información presentada

El solicitante ha presentado suficiente información que demues-
tra que los derechos antidumping impuestos al producto inves-
tigado originario de la República Popular de China no han
producido ninguna alteración, o han producido una alteración
insuficiente, en los precios de reventa o los posteriores precios
de venta en la Comunidad, y que ello indica que los produc-
tores/exportadores respectivos han sufragado los derechos an-
tidumping, enteramente o en parte.
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La solicitud recuerda en primer lugar que el Reglamento (CE)
no 2402/98 impuso un derecho antidumping definitivo en
forma de un derecho «variable», igual a la diferencia entre el
precio de importación mínimo de 2 622 euros por tonelada y
el precio CIF en la frontera comunitaria cuando este último sea
inferior al precio de importación mínimo y se base en una
factura expedida por un exportador establecido en la República
Popular de China a una parte no vinculada; o bien un derecho
ad valorem del 31,7 % en los demás casos.

La solicitud contiene pruebas de que los precios de reventa y
los posteriores precios de venta en la Comunidad del producto
afectado no reflejan adecuadamente el nivel de las medidas
antidumping impuestas. Además, se alega que tras la imposi-
ción de medidas antidumping los exportadores vinculados con
los importadores comunitarios han rebajado sus precios a esos
importadores hasta tal punto que, incluso después del pago del
derecho ad valorem, los precios de importación han seguido
siendo inferiores al nivel del precio de importación mínimo,
ocasionando por ello un perjuicio continuo a la industria de la
Comunidad.

4. Procedimiento

Habiendo determinado, previa consulta al Comité consultivo,
que la solicitud ha sido presentada por la industria de la Co-
munidad, o en su nombre, y que existen suficientes pruebas
que justifican el início de una reconsideración, la Comisión
abre por la presente una nueva investigación por lo que se
refiere a las importaciones de magnesio no aleado en bruto
originarias de la República Popular de China, de conformidad
con el apartado 1 del artículo 12 del Reglamento de base.

a) Cuestionarios

Con el fin de obtener la información que considera necesaria
para su investigación, la Comisión enviará cuestionarios a los
productores � exportadores e importadores que participaron
en la investigación que condujo a las medidas vigentes y que se
ven afectados por la solicitud.

Se notificará a las autoridades de la República Popular de China
la apertura de la nueva investigación y se les proporcionará una
copia de la solicitud y del cuestionario destinado a los produc-
tores � exportadores.

También de recabará en su caso información de los producto-
res comunitarios.

Se invita a otros productores � exportadores e importadores a
ponerse immediatamente en contacto con la Comisión para
averiguar si les afecta la nueva investigación. En este último
caso deben pedir una copia del cuestionario cuanto antes, y, en
cualquier caso, a más tardar quince días después de la publi-
cación de este anuncio en el Diario Oficial de las Comunidades
Europeas, dado que hay que cumplimentar todos los cuestiona-
rios en el plazo establecido en el punto 5 del presente anuncio.

Los cuestionarios deben solicitarse por escrito a la dirección
mencionada a continuación e indicar el nombre, dirección,
teléfono, fax, dirección de correo electrónico y/o números de
télex de la parte interessada.

b) Recopilación de información y celebración de audiencias

Se invita a todas las partes interesadas a presentar sus puntos
de vista por escrito y a facilitar pruebas. En concreto, los
exportadores, importadores y productores comunitarios podrán
aclarar la situación por lo que se refiere a los precios de reventa
y a los posteriores precios de venta del producto investigado en
la Comunidad.

Además, la Comisión podrá oir a las partes interesadas siempre
que lo soliciten por escrito y demuestren que existen razones
particulares para ello.

5. Plazo

Para que las observaciones de las partes interesadas puedan ser
tomadas en consideración durante la investigación, éstas últi-
mas deberán darse a conocer, presentar sus puntos de vista por
escrito y facilitar la información en el plazo de cuarenta días a
partir de la fecha de publicación del presente anuncio en el
Diario Oficial de las Comunidades Europeas. Las partes interesadas
podrán asimismo solicitar ser oídas por la Comisión en ese
mismo plazo, que también se aplicará a las partes interesadas
no mencionadas en la solicitud, por lo que, en su propio
interés, dichas partes deberán ponerse inmediatamente en con-
tacto con la Comisión en la dirección siguiente:

Comisión Europea
Dirección General I � Relaciones exteriores: política comercial
y relaciones con Norteamérica, Extremo Oriente, Australia y
Nueva Zelanda
Dirección I-C, Unidad I-C-3
DM 24 � 8/81
Rue de la Loi/Wetstraat 200
B-1049 Bruxelles/Brussel
Fax (32-2) 295 65 05
Télex: COMEU B 21877

6. Falta de cooperación

Cuando una parte interesada niegue el acceso a la información
necesaria, o no la facilite en los plazos oportunos, u obstaculice
de forma significativa la investigación, podrán formularse con-
clusiones preliminares o definitivas, positivas o negativas, de
conformidad con el artículo 18 del Reglamento de base, a
partir de los datos disponibles.

Si se comprueba que una parte interesada ha suministrado
información falsa o engañosa, se hará caso omiso de dicha
información y podrán utilizarse los datos de que se disponga.
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Notificación previa de una operación de concentración

(asunto IV/M.1674 � Maersk/ECT)

(1999/C 253/06)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

1. El 26 de agosto de 1999 y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Reglamento (CEE)
no 4064/89 del Consejo (1), cuya última modificación la constituye el Reglamento (CE) no 1310/97 (2), la
Comisión recibió notificación de un proyecto de concentración por el que las empresas Maersk, pertene-
ciente al grupo A. P. Meller, y ECT International BV, controlada por Europe Combined Terminals BV (ECT),
adquieren el control conjunto, a efectos de lo dispuesto en la letra b) del apartado 1 del artículo 3 del
citado Reglamento, de la totalidad de la empresa en participación de nueva creación Container Terminal
SA, que operará una terminal de contonedores en Port Said, Egipto.

2. Ámbito de actividad de las empresas implicadas:

� Maersk: transporte marítimo y operación de terminales de contenedores, entre otras.

� ECT: operación de terminales de contenedores.

3. Tras haber realizado un examen preliminar, la Comisión considera que la concentración notificada
podría entrar en el ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) no 4064/89. No obstante, se reserva la
posibilidad de tomar una decisión definitiva sobre este punto.

4. La Comisión insta a los terceros interesados a que le presenten sus observaciones eventuales con
respecto a la propuesta de concentración.

Las observaciones deberán obrar en poder de la Comisión en un plazo máximo de diez días a contar desde
el día siguiente a la fecha de esta publicación. Podrán enviarse por fax [(32-2) 296 43 01 ó 296 72 44] o
por correo, indicando la referencia IV/M.1674 � Maersk/ECT, a la dirección siguiente:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia (DG IV)
Dirección B � Grupo Operativo de Operaciones de Concentración
Avenue de Cortenberg/Kortenberglaan 150
B-1040 Bruxelles/Brussel.
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